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OTRAS VOCES

¿NOS IMAGINAMOS una huelga de diputados o sena-
dores? Ciertamente no es fácil, pues hablamos, nada 
más y nada menos, que de los miembros de un poder 
del Estado. No es de extrañar, por tanto, que muchos 
no terminen de asimilar el comunicado conjunto de 
las asociaciones judiciales y fiscales publicado el de 24 
de abril este año 2023 en el que, «ante la falta de dota-
ción suficiente» de la administración de justicia, ha-
cen un llamamiento a la huelga indefinida a partir del 
día 16 de mayo. No son de menor rango los jueces que 
los parlamentarios, máxime cuando nuestra Consti-
tución vigente solamente les atribuye a ellos, no al eje-
cutivo ni al legislativo, el nombre de «poder».  

Quedaron atrás las discusiones sobre si los magis-
trados eran o no titulares de ese derecho, ya que has-
ta en cuatro ocasiones lo han ejercido; tanto es así 
que la última, en 2018, se les descontó la proporción 
de sueldo que correspondía a las jornadas de inacti-
vidad laboral, circunstancia esta que supone un re-
conocimiento implícito. Aunque la normativa vigen-
te no lo prevé expresamente, tampoco lo prohíbe, lo 
que permite una interpretación favorable a su admi-
sión en virtud del principio in dubio pro libertate (en 
la duda, a favor de la libertad). 

La perplejidad es más sociológica que jurídica. Y 
es que nos hallamos ante una institución de raigam-
bre sindical cuyos orígenes nos retrotraen a las lu-
chas de los trabajadores, imagen esta que casa poco 
con esa aura solemne, casi sacra, que adorna los tri-
bunales. Sobre todo ante la dureza verbal de los con-
vocantes, de la que son evidencia elocuente las pala-
bras del magistrado don Jorge Fernández Vaquero, 
portavoz de la Asociación Judicial Francisco de Vito-
ria, una de las entidades signatarias del menciona-
do comunicado, quien en un vídeo distribuido en re-

des sociales apuntaba al Minis-
terio de Justicia: «(…) Ya saben 
cuáles serán las consecuencias 
a las que se enfrentan (sic)». Ade-
más, algunos cuestionarán que 
sea el momento más oportuno 
para la protesta, puesto que pre-
cisamente ahora los funciona-
rios judiciales llevan varios dí-

as de huelga siguiendo los pasos de los letrados de 
la administración de justicia, antes conocidos como 
secretarios judiciales. ¿A río revuelto, ganancia de 
pescadores? 

Como magistrado, semejantes críticas me indig-
nan. Obviamente, los jueces encarnamos un poder 
del Estado, pero no nos confundamos por la magia 
del lenguaje. Ese poder está muy lejos de las prerro-
gativas de las que gozan nuestros legisladores, que 
se fijan a sí mismos su propio sueldo. Nosotros tam-

bién somos trabajadores en algunos de los sentidos 
más habituales del término, al estar sujetos a hora-
rios de atención al público o asistencia a vistas y, se-
ñaladamente, a unos módulos de productividad vi-
gilados por un riguroso servicio de inspección. Esa 
pintoresca escena del diputado ausente de la Cáma-
ra durante una votación es impensable en un magis-
trado: si falta a juicio injustificadamente incurrirá en 
responsabilidad disciplinaria.  

Sea como fuere, lo más importante es la responsa-
bilidad. Bajo una presión estajanovista para resolver 
al por mayor («sacar papel» en jerga judicial) y con 
un sistema de incentivos que prima la cantidad so-
bre la calidad, corremos el riesgo de olvidar que no 
somos operarios en una cadena de montaje, sino que 
se nos ha confiado la tutela de los bienes más precia-
dos: la libertad y la propiedad. ¿Cómo expresar la ten-
sión que, por ejemplo, implica resolver durante el ser-
vicio de guardia la enésima orden de protección so-
licitada por una víctima de violencia de género cuan-
do se llevan varias fatigosas horas atornillado al asien-
to, todo ello mientras otros expedientes que piden a 
gritos puntual respuesta no cesan de amontonarse 
en la mesa del despacho? Por supuesto, es nuestro 
deber, consecuencia de una vocación que asumimos 
con orgullo. Con todo, quiero recalcar que nuestro es-
fuerzo personal compensa la falta de medios mate-
riales. Según el informe de 2022 de la Comisión Eu-
ropea para la Eficacia de la Justicia del Consejo de 
Europa, en España el número de jueces por habitan-
te es inferior a la media europea y, pese a ello, en la 
mayoría de nuestras ju-
risdicciones la tasa de re-
solución (clearance rate) 
logra reducir la penden-
cia (backlog) o bien se 
mueve dentro de la nor-
malidad (standard).  

Hay un detalle que las 
mudas cifras no cuentan: 
la especial exigencia de 
finura jurídica. Gracias a 
los programas de coope-
ración internacional en 
los que he participado, he 
comprobado con asom-
bro cómo funciona la Jus-
ticia fuera de nuestras 
fronteras. En lugares co-
mo Reino Unido o Fran-
cia los tribunales a me-
nudo oyen a los litigan-
tes y resuelven sobre la 
marcha, incluso oralmen-
te, sin apenas dar cuenta 
de por qué lo hacen. Es a 
veces más un acto de vo-
luntad que de racionali-
dad. Nosotros, en cam-
bio, tras permanecer la 
mañana entera en sala, 
tenemos después que ex-
plicar nuestras decisio-
nes, redactándolas de for-
ma exhaustiva. Es el de-
ber de «motivación». Un 
deber que inunda nues-
tra vida, se apodera de 
nuestro tiempo libre, se expande mucho más allá de 
nuestro estricto horario laboral.  

No quedan aquí las cosas, sino que frecuentemente 
los magistrados quedan expuestos a los irracionales 
ataques de quienes pretenden sacrificarlos como chi-
vos expiatorios. Las excarcelaciones que ha acarreado 
la reciente reforma del Código Penal en materia de de-
litos sexuales, la llamada ley del sí es sí, ha provocado 
una reacción visceral de ciertos sectores que se han 
rebajado hasta el insulto. De «fascistas», «fachas» o 
«machistas» los han motejado, simplemente por apli-
car de forma motivada la ley. En ocasiones incluso des-
de el poder político, en descarada violación de las re-
comendaciones del Consejo de Europa -CM/Rec (2010)12 
del Comité de Ministros. Dejo esta nota únicamente 
como muestra de algunos de los riesgos laborales a los 

que se enfrentan tantos jueces que no aspiran más que 
a cumplir con su deber. 

Con ser graves dichos males, no son el peor que 
aqueja nuestra Justicia, que no es otro sino la politi-
zación. El Consejo General del Poder Judicial, máxi-
mo órgano rector de la judicatura, es elegido en su 
totalidad por las Cámaras parlamentarias. Más bien 
por las camarillas de los partidos, que pergeñan unas 
listas, después sumisamente ratificadas por los par-
lamentarios merced a su vacío y ceremonial voto con-
firmatorio (rubber stamp). Pues bien, ese Consejo di-
rige el servicio de inspección que controla la cuota 
de productividad judicial; e igualmente ejerce las fun-
ciones disciplinarias, por lo que en sus manos está 
suspender de empleo y sueldo a cualquier magistra-
do díscolo. Sin ir más lejos, a un juez de instrucción 
que investigue a un político que haya influido en el 
nombramiento de uno de los miembros de ese Con-
sejo y que, a su vez, recordémoslo, tiene en sus ma-
nos el futuro profesional de ese mismo juez. Todo ata-
do y bien atado.  

COMO DECÍAMOS, nuestros jueces, aun integrando un 
poder estatal, son a la par trabajadores que han de ali-
mentar a sus familias, pagar la hipoteca… ¿Captamos la 
diferencia con el poder legislativo y el ejecutivo? Nues-
tra clase política está interesada en no soltar las riendas 
del poder judicial, pese a que las altas instancias euro-
peas han advertido de que nuestro régimen actual vul-
nera principios jurídicos supranacionales ya consolida-
dos (asuntos C-619/18 y C-824/18 del Tribunal de Justi-

cia de la Unión Europea, y casos Reczkowicz, 
Dolinska-Ficek and Ozimek o Advance Pharma del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos).  

Sin entrar en las concretas reivindicaciones de la 
huelga anunciada, es palmario que nuestra política no 
está interesada en despolitizar la justicia. Nadie muer-
de la mano que lo alimenta. Son menester, entonces, 
estímulos externos procedentes de Europa y de la so-
ciedad civil. Por eso urge un pacto de Estado al que es-
tén llamados jueces, fiscales, abogados, procura-
dores, académicos y, en definitiva, todos los actores ju-
rídicos afectados. Ojalá estemos presenciando los pri-
meros pasos en esa dirección.  
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